El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto -24 de abril de 2018 – Conflicto de competencia

Radicación Nro. :
  
66001-22-18-000-2018-00006-00
Demandante:

Imágenes Diagnósticas SA
Demandado:

Compañía de Seguros Bolívar SA.
Proceso:


Ejecutivo

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


EJECUTIVO / CONFLICTO DE COMPETENCIA ENTRE JUEZ LABORAL Y CIVIL / FACTURAS POR SERVICIOS MÉDICOS / EJECUTIVO CON TÍTULO VALOR / DECLARA LA COMPETENCIA DEL JUEZ CIVIL- Delanteramente, se precisa que el conflicto que hoy convoca a la Sala, de antaño, ha sido objeto de reiteradas pugnas entre las especialidades civil y laboral, todo, porque, si bien se propone una ejecución de carácter civil, una o la totalidad de las personas llamadas a juicio, se reportan como sujetos que hacen parte del Sistema General del Seguridad Social, motivo por el cual a los funcionarios a los que les corresponde su conocimiento, tienden a obrar con cautela antes de proveer sobre el trámite del proceso.   

Con esa claridad y pese a los argumentos que blande la jueza civil, el asunto es de su competencia, según lo ha decantado recientemente la jurisprudencia, en el proveído que acertadamente trajo a colación la funcionaria de la especialidad laboral.

Para el efecto recuérdense las precisas líneas del auto que aclara el tema, en el que, valga decirlo, la Sala Plena de la alta Corporación, aunque con salvamento de voto unánime de la Sala de Casación Civil, modificó la posición que antes había asumido sobre el particular.
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Expediente: 66001-22-18-000-2018-00006-00
   



Acta No.  128 de abril 24 de 2018
  



Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Cuarto Civil Municipal de Pereira y el Quinto Laboral del Circuito de la misma localidad, para conocer del proceso ejecutivo singular, iniciado por Imágenes Diagnósticas SA contra Compañía de Seguros Bolívar SA.
 
 

ANTECEDENTES
 
 
  



Demandó la sociedad Imágenes Diagnósticas a la aseguradora Compañía de Seguros Bolívar para que, previos los trámites de un proceso ejecutivo singular, se librara mandamiento de pago en su favor, por los créditos contenidos en unas facturas que emitió, derivadas de los servicios médicos que prestó a algunas personas víctimas de accidentes de tránsito, amparadas por pólizas propias del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito - SOAT. 
Correspondió la demanda a la Jueza Cuarta Civil Municipal local, quien con fundamento en disposiciones normativas contenidas en el Código Sustantivo del Trabajo
 y decisiones proferidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura
, decidió rechazar la demanda y remitirla a los Juzgados Laborales de Categoría del Circuito de esta ciudad, habida cuenta de que la demandada se reporta como una entidad que hace parte del Sistema General de Seguridad Social
, lo que obliga a que el trámite se surta ante esa especialidad. 
Por reparto llegó el asunto a la Jueza Quinta Laboral del Circuito local, quien declinó la competencia para conocerlo y afirmó, con base, en recientes pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia
, que la demanda es de raigambre netamente civil o comercial, por lo que su conocimiento compete a la especialidad que primigeniamente rehusó su conocimiento.
En consecuencia, arribó a esta sede el asunto para conjurar el diferendo. 
CONSIDERACIONES

1.
Es del resorte de esta Corporación decidir el conflicto que se suscita entre los Juzgados Cuarto Civil Municipal de Pereira y Quinto Laboral del Circuito local, porque así lo establece el inciso 2
 del artículo 18 de la Ley 270 de 1996.  

2.
Delanteramente, se precisa que el conflicto que hoy convoca a la Sala, de antaño, ha sido objeto de reiteradas pugnas entre las especialidades civil y laboral, todo, porque, si bien se propone una ejecución de carácter civil, una o la totalidad de las personas llamadas a juicio, se reportan como sujetos que hacen parte del Sistema General del Seguridad Social, motivo por el cual a los funcionarios a los que les corresponde su conocimiento, tienden a obrar con cautela antes de proveer sobre el trámite del proceso.   

Con esa claridad y pese a los argumentos que blande la jueza civil, el asunto es de su competencia, según lo ha decantado recientemente la jurisprudencia, en el proveído que acertadamente trajo a colación la funcionaria de la especialidad laboral.

Para el efecto recuérdense las precisas líneas del auto que aclara el tema, en el que, valga decirlo, la Sala Plena de la alta Corporación, aunque con salvamento de voto unánime de la Sala de Casación Civil, modificó la posición que antes había asumido sobre el particular. Allí quedó dicho que
:

3. Hasta la presente fecha, en asuntos similares la Corporación atribuyó la competencia de «[l]a ejecución de obligaciones emanadas (…) del sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad», a la jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social, a partir del artículo 2º, numeral 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en concordancia con el artículo 100 ibídem. 
4. Sin embargo, un nuevo análisis de la situación que plantea el conflicto que ahora reclama la atención de la Corte, hace necesario recoger dicha tesis y, en lo sucesivo, adjudicar el conocimiento de demandas ejecutivas como la que originó este debate, a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, teniendo en cuenta las razones que a continuación se exponen. 
Es cierto que uno de los principales logros de la Ley 100 de 1993 fue el de unificar en un solo estatuto el sistema de seguridad social integral, al tiempo que la Ley 712 de 2001 le asignó a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, el conocimiento de las controversias surgidas en razón del funcionamiento de tal sistema, como así lo prevé el artículo 2º, numeral 4º, cuyo texto señala que es atribución de aquella: (…) 4.- Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan. (…).
 5. Ocurre sin embargo que dicho sistema puede dar lugar a varios tipos de relaciones jurídicas, autónomas e independientes, aunque conectadas entre sí. La primera, estrictamente de seguridad social, entre los afiliados o beneficiarios del sistema y las entidades administradoras o prestadoras (EPS, IPS, ARL), en lo que tiene que ver con la asistencia y atención en salud que aquellos requieran. 
La segunda, de raigambre netamente civil o comercial, producto de la forma contractual o extracontractual como dichas entidades se obligan a prestar el servicio a los afiliados o beneficiarios del sistema, en virtud de lo cual se utilizan instrumentos garantes de la satisfacción de esas obligaciones, tales como facturas o cualquier otro título valor de contenido crediticio, el cual valdrá como pago de aquellas en orden a lo dispuesto en el artículo 882 del Código de Comercio. 
Así las cosas, es evidente que como la obligación cuyo cumplimiento aquí se demanda corresponde a este último tipo de relación, pues surgió entre la Entidad Promotora de Salud Cafesalud S.A., y la Prestadora del servicio Hospital Universitario de Bucaramanga, la cual se garantizó con un título valor (factura), de contenido eminentemente comercial, la competencia para conocer de la demanda ejecutiva, teniendo en cuenta las consideraciones precedentes, radica en la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil.

Ese criterio, que fue reiterado en los autos APL3326-2017, del 25/05/17, APL4982-2017, APL4980-2017, APL4981-2017, todos del 03/08/17, de los ponentes Eyder Patiño Cabrera, Patricia Salazar Cuéllar, José Francisco Acuña Vizcaya y Gerardo Botero Zuluaga, y con similar salvamento de voto, con lo que ninguna razón habría para sustraerse a él, permite concluir, sin lugar a mayores elucubraciones, que la judicatura se inclinó por asignar la competencia de estos precisos asuntos a la especialidad civil, recalcando la naturaleza de los mismos, que no es otra que el cobro ejecutivo de un crédito contenido en unos títulos ejecutivos, facturas en este caso. 
En consecuencia, se declarará que la competencia para conocer del presente proceso la tiene el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira y allí se remitirá el expediente; al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, se le informará lo pertinente.

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demanda ejecutiva instaurada por Imágenes Diagnósticas S.A. contra la Compañía de Seguros Bolívar SA, le corresponde al Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, y allí se dispone remitir el expediente.

De esta decisión, infórmese a la Jueza Quinta Laboral del Circuito local. 
Notifíquese

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

� Numerales 4° y 5° del artículo 2° del Código Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social.


� Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Providencia del 08 de agosto de 2013. Radicación No. 11001010200020130175100, M.P. Wilson Ruiz Orjuela y providencia del 10 de febrero de 2016 11001010200020150344400 M.P. Rafael Alberto García Adarve.


� Decreto 056 del 14 de enero de 2015, Circular externa No. 15 del 27 de octubre de 2016


� Corte Suprema de Justicia, Auto del 23 de marzo de 2017, Exp. 110010230000201600178-00, M.P. Patricia Salazar  Cuellar


� “Conflictos de competencia: Los conflictos de competencia que se susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la Corporación. Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la Corporación.” 


� Corte Suprema de Justicia, Auto del 23 de marzo de 2017, Exp. 110010230000201600178-00, M.P. Patricia Salazar  Cuellar.





